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PRESENTACIÓN

El Gobierno de Chile desea hacer una contribución al proceso sustantivo de elaboración de la Carta Social de las Américas, en el espíritu de compartir algunas reflexiones sobre el desarrollo social fundadas en las concepciones y experiencias que sustentan la sociedad democrática, justa y solidaria a que aspiramos.

Una Carta Social de las Américas debería reafirmar los propósitos y principios de la Organización en esta materia, contenidos en la Carta de la OEA, los Pactos y Convenciones Interamericanos, y los numerosos acuerdos y resoluciones aprobados por la Asamblea General. La Carta Democrática Interamericana constituye un referente particular. Es necesario también guiarse por los compromisos políticos adquiridos en las Metas del Milenio.

La Carta Social debería ser un documento de principios breve, acompañado de un Plan de Acción, que señale aquellos aspectos que sean considerados relevantes para su implementación.  Asimismo, debería considerar las experiencias y buenas prácticas que los Estados han ido incorporando en el diseño de las políticas públicas. 

En su primera sección, el presente documento formula algunas observaciones sobre las políticas públicas en materia de desarrollo social a la luz de la experiencia chilena y efectúa una breve descripción de la nueva estrategia de desarrollo integral y del contexto regional en que ella se plantea. En la segunda sección, se proponen principios e ideas matrices que podrían ser consideradas en un proyecto de Carta Social de las Américas, a la vez que se sugieren temas prioritarios que debería contemplar dicha Carta, teniendo como referente los Objetivos de Desarrollo del Milenio. Finalmente, en la tercera sección se abordan propuestas de acciones a partir de los contenidos escritos en la Sección II, los que pueden contribuir al diseño de un Plan de Acción.
I.- ANTECEDENTES Y ORIENTACIONES

1.- La Nueva Estrategia de Desarrollo Integral

A partir de 1990, con la recuperación de la democracia, Chile asumió una estrategia de desarrollo cuyos principales objetivos han sido la profundización y consolidación de la democracia, alcanzar un crecimiento económico sostenido con equidad, mejorar la calidad de vida de la población y, en particular, superar la pobreza y las diversas formas de discriminación y exclusión. A la vez, la definición de nuevas políticas públicas ha afirmado la necesidad de una activa responsabilidad del Estado en materia de desarrollo social, dado que los principales desafíos sociales no se resuelven por la sola acción del mercado y de paliativos temporales. Al mismo tiempo, la acción pública social es un importante instrumento para el desarrollo del capital humano necesario para la ampliación del proceso de modernización y de crecimiento económico.

La política social en general y el avance en formas de ‘protección social’ en particular, como instrumentos de intervención por parte del Estado frente a factores de riesgo y de exclusión social, se han consolidado como un aspecto central del desarrollo socioeconómico. De tal forma, un sistema de protección social fundado bajo la perspectiva de la ampliación de derechos, permite asumir las complejidades que plantea la inequidad, la desigualdad, la vulnerabilidad y los riesgos sociales, modificando e incluyendo nuevos actores sociales como también ampliando su mirada de la población objetivo. Es vital poder desarrollar la capacidad de adaptar las estrategias de intervención social, los modelos de gestión asociados y la oferta de prestaciones sociales.

En este contexto y sobre la base de la visión y experiencia alcanzadas en la aplicación de políticas públicas, destinadas a implementar las metas y objetivos sociales, nuestro país desearía compartir un conjunto de principios básicos que han sido los pilares de esas políticas y que pueden ser un aporte en el proceso de elaboración de la ‘Carta Social de las Américas’:

· La doctrina de los derechos humanos, como marco ético para la formulación de políticas sociales y económicas y el ordenamiento político. Se trata de asegurar la observancia de los derechos civiles y libertades públicas y lograr progresivamente la plena realización de los derechos económicos, sociales, culturales, de todos los ciudadanos. Esta dimensión ha cobrado fuerza como objetivo de las políticas públicas, en la perspectiva de la construcción de sociedades más democráticas, igualitarias, solidarias y socialmente integradas. 

· Reducir la desigualdad social. La disminución de la pobreza y el mejoramiento de las condiciones de vida ya no se pueden lograr sólo con crecimiento económico y con políticas sociales paliativas.  En este sentido, la magnitud de las brechas sociales constituyen un problema en sí mismo, las que deben ser enfrentadas desde una perspectiva integral de política social.

· Consolidar la democracia. Los problemas que afectan al funcionamiento de las instituciones democráticas restringen el pleno reconocimiento de los derechos civiles, libertades públicas y la participación ciudadana.

· Asegurar un desarrollo sostenible y mejorar la calidad de vida. El modelo de crecimiento económico y el sistema de regulaciones deben crear condiciones que garanticen la disponibilidad futura de recursos naturales, la preservación de la biodiversidad y la calidad de vida de las generaciones futuras.

· Estrechar los lazos de cooperación entre países y entre éstos y los organismos de cooperación multilaterales, incluidos aquéllos de carácter económico-financiero. La cooperación entre países e instituciones internacionales es un factor relevante para el desarrollo social, en la medida que se pueden compartir ‘buenas prácticas’ en políticas públicas, como también afianzar los mecanismos de integración regional y solidaridad entre las naciones.  

En definitiva, esta presentación se ha realizado en base a un examen de los contenidos de las principales definiciones de políticas públicas transversales y sectoriales de nuestro país. En ella, se ha considerado especialmente  el Cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, que constituye un referente global para avanzar en la equidad e integración social, conceptos fundamentales que debería incorporar la Carta Social de las Américas.

2.- El Contexto del Desarrollo Social en el Hemisferio

Los aspectos anteriores permiten ubicar la discusión sobre el desarrollo social sustentable en un plano mayor. Hoy más que nunca es necesario realizar una reflexión sobre la relación óptima entre respeto a los derechos ciudadanos, crecimiento económico, empleo y cohesión social. Sin embargo, el estado del desarrollo social en la región es preocupante.  Si bien se han logrado éxitos relativos en la lucha contra la pobreza con respecto a décadas pasadas, aún no se logra una respuesta consistente y sustentable frente a la exclusión y riesgos sociales, producto de los efectos de las crisis económicas y por la falta de niveles de protección social hacia los sectores más necesitados.  

Lo anterior, se constata en los numerosos informes de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), que ha proporcionado un conjunto de indicadores sobre esta materia, los que describen de modo objetivo la situación que hoy caracteriza a nuestra región. Según proyecciones del Panorama Social 2004 de la CEPAL, cerca de 222 millones de personas (42,9% de la población) viven en una situación de pobreza, de los cuales cerca de 96 millones son indigentes (18,6% de la población).

La crítica situación de la evolución social en la región se debe a que el desarrollo y las políticas sociales no han alcanzado los niveles esperados de universalidad, solidaridad, eficiencia e integralidad. Los desafíos del futuro exigen, por lo tanto, una política social más integrada, capaz de conjugar los cuatro aspectos anteriores, articulada con las exigencias y posibilidades del desarrollo económico y que supere, a la vez, la centralidad estatal. La integralidad de la política social enfrenta conflictos entre lo deseable y lo posible, entre objetivos sociales y económicos, entre prioridades ínter temporales y entre óptimos sociales y eficiencia micro económica.

Finalmente, a partir de ese diagnóstico y del esfuerzo desplegado por los Estados Miembros en la elaboración de políticas públicas modernas, es necesario rescatar las experiencias y buenas prácticas alcanzadas, compartirlas y proyectarlas en las propuestas de acción que emanen de la Carta Social misma, con la finalidad de realizar solidariamente los principios que ese documento recoja. 

II.- PRINCIPIOS E IDEAS MATRICES

Una de las principales lecciones del análisis de las desigualdades en la región es que no se pueden aplicar reformas estructurales que no contengan como centro el desarrollo y la cohesión social. No basta el crecimiento económico por sí solo, la sanidad fiscal y la apertura comercial. Hoy es necesario recomponer una mirada de las políticas sociales y económicas como vías complementarias de un mismo destino: la reducción de las desigualdades sociales.

Un tema central de tal complementariedad es asumir, en términos éticos, que la inequidad no es tolerable para un modelo de desarrollo que busca la integración social. La evidencia de otras regiones del mundo demuestra que el progreso social se estimula por medio de la combinación virtuosa entre la promoción de instituciones democráticas, el crecimiento económico sustentable y la disminución de las desigualdades.

1.- Principios e Ideas Matrices para la Carta Social de las Américas

Un proyecto de Carta Social de las Américas se debería fundar en los ejes facilitadores del desarrollo social, que se resumen en cuatro grandes dimensiones:
· Estabilidad Política y Gobernabilidad Democrática: entendida como el fortalecimiento y desarrollo de la institucionalidad democrática, la participación ciudadana y la modernización del Estado.
La democracia no es sólo el acto cívico que permite cada cierto tiempo renovar autoridades.  La democracia es el espacio que debe posibilitar que todos y cada uno de los integrantes de la sociedad participen en la construcción de un proyecto común, de acuerdo a sus respectivos intereses y motivaciones. Por esto, una democracia de calidad es aquélla que valora, por una parte, el conjunto de experiencias de participación en el mundo social y, por otra parte, ofrece certezas institucionales de que ciertos principios, como la igualdad y la libertad, tienen efectiva expresión en el ordenamiento político.

La democracia debe asegurar los mínimos exigidos a este sistema respecto de las libertades públicas y derechos civiles, toda vez que cautelados estos derechos (económicos, sociales y culturales) se consolida y profundiza la democracia. Las políticas públicas se orientarán a buscar el desarrollo progresivo de estos derechos, apuntando a su plena efectividad.
· Crecimiento Económico con Equidad, entendido como el conjunto de políticas públicas que conduzcan al incremento y mejoramiento del ingreso nacional de forma redistributiva.
Se pueden lograr avances conjugando variables como el desempeño de la economía, el fortalecimiento de la acción pública social y su reorientación hacia una política de inversión social, tanto universal como focalizada.

Durante la década de los 90 surge la necesidad de modificar y actualizar los contenidos de la política social regional, para reaccionar frente a la ‘década perdida de los 80’ y la ‘deuda social’.  Se plantea, entonces, la necesidad de definir un nuevo marco de referencia conceptual para la política social y la búsqueda de un conjunto de estrategias que potencien la idea central de ‘crecimiento con equidad social’. Lo anterior, en conjunto con acciones destinadas a asegurar el buen gobierno, la formulación y aplicación de políticas sociales coherentes y focalizadas, políticas macroeconómicas sólidas, políticas monetaria y fiscal prudentes, políticas laborales eficientes y transparentes, así como el respeto de las leyes, la institucionalidad y la transparencia y la eficiencia en el uso de los fondos públicos.  Todo ello debe ser la base de la nueva política económica con equidad.
· Lucha contra la Exclusión y Promoción del Desarrollo Social, entendida como el conjunto de políticas destinadas a la promoción social y al mejoramiento de las condiciones de vida de las personas y sus familias.
Nuestra vivencia se basa en una estrategia de desarrollo cuyo objetivo central es generar condiciones proclives a la integración social de todas las personas. Esto significa desplegar esfuerzos sistemáticos y consistentes que resguarden los equilibrios macroeconómicos esenciales. Además, se deben garantizar las condiciones básicas que conlleven alcanzar niveles de crecimiento sostenido, generando posibilidades y oportunidades que permitan a todos un mejor disfrute de los beneficios del crecimiento económico, en igualdad de condiciones y oportunidades.

Los períodos recesivos -producto de los efectos de la globalización sobre los mercados locales- tienden a renovar la disyuntiva entre políticas económicas y sociales. Hoy esa dicotomía no existe, porque ambas son complementarias. En definitiva, la lucha contra la exclusión y la promoción del desarrollo social se debe instalar en la acción social de las políticas públicas de los Gobiernos.

· Promoción de la Integración y Cooperación Regional, entendida como la búsqueda de mayores niveles de integración entre los pueblos y de la permanente cooperación social más allá de la integración económica y comercial, con acento en el principio de la solidaridad. 

La Cooperación Horizontal representa la voluntad de compartir capacidades y experiencias con países de menor o similar desarrollo. Las áreas prioritarias de la cooperación han sido: políticas públicas y desarrollo social; modernización del Estado; gobernabilidad y democracia; fomento productivo; medio ambiente y recursos naturales, y relaciones internacionales e integración regional.

No debe descartarse la cooperación técnica (la denominada Norte-Sur), que está basada en el compromiso de los países industrializados a contribuir al desarrollo de los países emergentes.  Para algunos países del hemisferio, o en ciertos niveles subnacionales, la cooperación técnica sigue siendo importante y, de hecho, aún se mantiene una corriente de proyectos que el BID, Banco Mundial y otros organismos entregan a países que lo solicitan, incluso algunos de los que, por su nivel de desarrollo, ya no califican como receptores de cooperación.

2.- Los Desafíos en Política Social

El fortalecimiento de la política social se hace necesario para el enfrentamiento de viejos y nuevos desafíos. Los viejos desafíos dicen relación con la persistencia de la pobreza, cuyo ritmo de disminución se desacelera en los últimos años, y con la lentitud que evidencian los procesos de inclusión social. A esto se suma la necesidad de abordar las nuevas vulnerabilidades que, por distintas razones, afectan o podrían afectar a parte importante de la población, de no mediar una red de protección social eficiente y eficaz.

Los desafíos emergentes se vinculan a condiciones que comienzan a gravitar con distinta intensidad en la realidad social y cultural de los países del hemisferio. En este contexto, conviene considerar: 

· La ampliación de mecanismos de protección social;

· Las inestabilidades de los ciclos económicos;

· Los requerimientos de las nuevas adaptaciones del aparato productivo y del desarrollo de capacidades que implica la globalización;

· Asegurar el acceso a la infraestructura de información y tecnologías (I+D);

· Desarrollar y fortalecer las capacidades y competencias laborales frente al desafío de la flexibilización del mercado laboral;

· La vinculación entre la formación para el trabajo y las redes de formación técnica;

· La necesidad de incrementar las fuentes de financiamiento o acceso al crédito para la pequeña y mediana y mediana,  y 

· El surgimiento de una incipiente ciudadanía más informada y demandante.

Por lo tanto, este nuevo contexto socioeconómico en el cual nos desenvolvemos impone algunos principios ineludibles para el diseño de una política social pertinente a las nuevas realidades y problemáticas sociales:

· Promover la igualdad de oportunidades y el mejoramiento de la equidad.

· Mantener la innovación de la institucionalidad pública.

· Apoyar una economía sana y dinámica para incrementar el crecimiento junto con el diseño de una política social integral, donde se complementen las tradicionales medidas e instrumentos de combate a la pobreza con nuevas estrategias que reduzcan la vulnerabilidad social.

· Promover la actualización de las medidas y acciones en ejecución, y analizar su pertinencia en función de cuánto contribuye al mejoramiento de la equidad.

Por ello, como aspecto estratégico, es central que los Gobiernos dispongan de partidas presupuestarias sostenibles para financiar la política social y realizar cursos de acción más eficaces y de mayor impacto social. Esto lleva a imprimir un impulso renovado a la gestión social, fortaleciendo aquellas experiencias en los países que han demostrado grados probados de éxito en el cumplimiento de sus objetivos y creando nuevos programas o estrategias que se pongan en sintonía con los nuevos desafíos.

En todo lo anterior, uno de los desafíos primordiales es asumir a la ‘familia’ como un actor central de la política social y como base del desarrollo humano. La familia es un sistema de relaciones sociales que cumple naturalmente una función protectora respecto de sus integrantes y que, contando con las condiciones básicas para su buen funcionamiento, es capaz de cumplir eficiente y eficazmente este rol. Se pueden incentivar valores, conductas y prácticas favorables a proyectos de desarrollo individual y grupal. Desde esta mirada, los esfuerzos por proteger a la familia y potenciar el sistema de vínculos que en ella tienen lugar pasa necesariamente por dignificar su rol y generar estrategias protectoras que, a la vez, aporten a su autodesarrollo. Estas estrategias se sustentan en el fortalecimiento de la aplicación de la perspectiva de derechos en la política social, que asegure el mejoramiento de las condiciones de vida de cada uno de los miembros de la familia.
3.- Los Desafíos Propuestos a Nivel Regional

En los últimos años, Naciones Unidas ha patrocinado una serie de Conferencias y Cumbres mundiales con miras a establecer un programa amplio de desarrollo, que ha servido de base para diseñar e impulsar una agenda de desarrollo global. Un hito muy importante en esta materia lo constituyó la Cumbre del Milenio (Septiembre del año 2000), la cual representa un avance significativo en los esfuerzos de la comunidad internacional para enfrentar los principales desafíos mundiales en materia de desarrollo. Los Estados miembros de las Naciones Unidas aprobaron la ‘Declaración del Milenio’. 

La definición de metas nacionales, dentro del marco de una estrategia de los Objetivos de Desarrollo del Milenio para el 2015 (ODM), permitirá en el corto plazo iniciar un debate local ampliado entre agencias públicas y privadas, para avanzar en la formulación de metas altamente exigentes en materia de desarrollo. Al día de hoy, diversos países, entre ellos Chile, han presentado su ‘Informe de los Objetivos de Desarrollo del Milenio’, donde se describe el nivel de avance en el cumplimiento por objetivo y meta, como también la definición de un conjunto de indicadores adicionales. En este sentido, los ODM son consistentes con los compromisos adquiridos en las Conferencias Globales del ’90 y contienen 8 Objetivos y 18 Metas asociadas (ver recuadro).

De tal forma, los principales temas que debe abarcar la ‘Carta Social de las Américas’ se deben condecir con los ODM, puesto que éstos se han transformado en un instrumento verificable y de amplio acuerdo en su seguimiento y consolidación. Así, sobre la base de esas metas prioritarias, la Carta Social de las Américas y el Plan de Acción deben centrar sus esfuerzos en: 

· Acceso a una Educación de calidad.

· Acceso a Salud de calidad.

· Creación de empleos dignos y estables, mediante la ampliación de la capacitación y el respeto de los derechos laborales.

· Acceso a Viviendas de calidad.

· Disponibilidad y acceso a un Sistema de Protección Social de calidad.

· Disponer de un marco económico caracterizado por la integración de las políticas sociales y económicas, que permitan potenciar la estabilidad macroeconómica, el estímulo del emprendimiento y el comercio.

· Promover la igualdad de oportunidades y la no discriminación.

· Contar con instrumentos que permitan enfrentar desastres naturales (prevención, manejo y reconstrucción).

Es importante señalar que cada país, en la formulación de sus avances en el cumplimiento de las metas nacionales de los ODM, ha considerado las dimensiones transversales que reproducen la desigualdad: las brechas de ingreso, la desigualdad de género y los diferenciales de desarrollo de las regiones. 

A la vez, se han descrito tanto los ‘principales desafíos’ como los ‘marcos de apoyo’ para el cumplimiento de tales metas. Por ello, los Informes de Gobierno de cada país contienen propuestas realistas, con base en un análisis fino de las condiciones de desarrollo económico, social, político y cultural. Es vital que las agendas de los países potencien e insistan en el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio, como de los compromisos éticos de un desarrollo social equitativo, que tenga como centro la promoción de las capacidades de cada uno de sus ciudadanos.

	Objetivos de Desarrollo del Milenio

Objetivo 1: Erradicar la pobreza extrema y el hambre.

· Meta 1: Reducir a la mitad el porcentaje de personas cuyos ingresos sean inferiores a 1 dólar por día.

· Meta 2: Reducir a la mitad el porcentaje de personas que padecen hambre.

Objetivo 2: Lograr la enseñanza primaria universal.

· Meta 3: Velar por que todos los niños y niñas puedan terminar un ciclo completo de enseñanza primaria.

Objetivo 3: Promover la igualdad entre los géneros y la autonomía de la mujer.

· Meta 4: Eliminar las desigualdades entre los géneros en la enseñanza primaria y secundaria, preferiblemente para el año 2005, y en todos los niveles de la enseñanza para 2015.

Objetivo 4: Reducir la mortalidad infantil.

· Meta 5: Reducir en dos terceras partes la tasa de mortalidad de los niños menores de 5 años.

Objetivo 5: Mejorar la salud materna.

· Meta 6: Reducir la tasa de mortalidad materna en tres cuartas partes.

Objetivo 6: Combatir el VIH/SIDA, el paludismo y otras enfermedades.

· Meta 7: Detener y comenzar a reducir la propagación del VIH/SIDA.

· Meta 8: Detener y comenzar a reducir la incidencia del paludismo y otras enfermedades graves.

Objetivo 7: Garantizar la sostenibilidad del medio ambiente.

· Meta 9: Incorporar los principios de desarrollo sostenible en las políticas y los programas nacionales e invertir la pérdida de recursos del medio ambiente.

· Meta 10: Reducir a la mitad el porcentaje de personas que carecen de acceso al agua potable.

· Meta 11: Mejorar considerablemente la vida de por lo menos 100 millones de habitantes de tugurios para el año 2020.

Objetivo 8: Fomentar una coalición mundial para el desarrollo.

· Meta 12: Desarrollar aún más un sistema comercial y financiero abierto, basado en normas, previsible y no discriminatorio. Ello incluye el compromiso de lograr una buena gestión de los asuntos públicos y la reducción de la pobreza, en cada país y en el plano internacional.

· Meta 13: Atender las necesidades especiales de los países menos adelantados. Ello incluye el acceso libre de aranceles y cupos para las exportaciones de los países menos adelantados, el programa mejorado de alivio de la deuda de los países pobres muy endeudados y la cancelación de la deuda bilateral oficial y la concesión de una asistencia oficial para el desarrollo más generosa a los países que hayan mostrado su determinación de reducir la pobreza.

· Meta 14: Atender a las necesidades especiales de los países en desarrollo sin litoral y de los pequeños Estados insulares en desarrollo.

· Meta 15: Encarar de manera general los problemas de la deuda de los países en desarrollo con medidas nacionales e internacionales a fin de hacer la deuda sostenible a largo plazo.

· Meta 16: En cooperación con los países en desarrollo, elaborar y aplicar estrategias que proporcionen a los jóvenes un trabajo digno y productivo.

· Meta 17: En cooperación con las empresas farmacéuticas, proporcionar acceso a los medicamentos esenciales en los países en desarrollo.

· Meta 18: En colaboración con el sector privado, velar por que se puedan aprovechar los beneficios de las nuevas tecnologías, en particular, los de las tecnologías de la información y de las comunicaciones.

Fuente: Naciones Unidas


Para lograr sus respectivas metas para el Milenio y considerando que las condiciones “iniciales” son tan dispares, los países tendrán que combinar de diversas maneras el crecimiento económico con la reducción de la desigualdad. Es por ello que los ODM deben ser considerados como un marco de referencia realista para la constitución de los principios y propuestas de acción de la Carta Social de las Américas.  A continuación se desglosa un conjunto de acciones que nuestro país ha desarrollado en función a estos desafíos.

III.- PROPUESTAS DE ACCIÓN

Las principales acciones implementadas por nuestro país, en el contexto de los principios e ideas matrices sugeridas en la sección II, podrían contribuir a la reflexión que se iniciará en el Grupo de Trabajo sobre la elaboración de una Carta Social de las Américas y, en especial, en la generación de un Plan de Acción. A continuación se describen las siguientes propuestas de acción:
1.- Estabilidad Política y Gobernabilidad Democrática

· El centro de un modelo de desarrollo social viable es el respeto a los Derechos Humanos. Es conveniente promover la unidad nacional por intermedio del diálogo y establecer compromisos mutuos que aseguren la paz y el desarrollo social.
· Realizar un proceso de Reforma y Modernización del Estado, que permita un mejor funcionamiento del aparato público frente a las necesidades sociales dinámicas y con altos grados de exigencia de calidad y resolución de problemas. Esta reforma debe fortalecer y ampliar el ejercicio de los derechos económicos, sociales y culturales de los ciudadanos y avanzar hacia modelos de gestión idóneos a la nueva época de un mundo globalizado. Aspectos como la descentralización y desconcentración administrativa, la promoción de la transparencia, la probidad administrativa y la sanción eficaz de la corrupción, son criterios ineludibles del Buen Gobierno.
· Asegurar la igualdad en el ejercicio de los Derechos Civiles y Libertades Públicas. Esto se debe sustentar en una perspectiva de no discriminación en el diseño y ejecución de políticas y programas públicos, con especial énfasis en incluir una perspectiva de género.  Ello contribuye a mejorar las posibilidades de que grupos frecuentemente discriminados participen en la actividad política, apuntando a un mejor ejercicio de la ciudadanía en general. 
· Fomentar la participación ciudadana en políticas y programas públicos, mediante la creación de canales y mecanismos eficaces que permitan a las personas, comunidades y grupos organizados de nuestras sociedades, conocer, involucrarse y participar del proceso de elaboración y aplicación de los diversos programas y acciones gubernamentales. 
· Generar acciones que permitan romper la desafección política de algunos sectores sociales (en particular los jóvenes). Fomentar estrategias de estimulación de la participación social mediante el asociativismo juvenil, respetando la diversidad de formas de reunión y de expresión. Actualizar los sistemas electorales, con el fin de asegurar la inscripción automática en los registros electorales y el voto voluntario.
· En el ámbito del fortalecimiento de la ciudadanía, es preciso facilitar el acceso de la población a la información existente sobre los derechos, servicios y beneficios a los que pueden acceder, para un disfrute pleno y en igualdad de condiciones de las oportunidades y recursos que han sido puestos a su disposición. 

· Se debe apoyar a los grupos y organizaciones sociales, territoriales o locales y funcionales, de manera de promover su asociatividad, contribuir a la sustentabilidad de sus iniciativas y mejorar su capacidad y autonomía para la gestión estratégica de capacidades y recursos.
2.- Crecimiento Económico con Equidad

· El logro de un crecimiento económico sostenido depende en buena medida de una mayor integración a la economía mundial. No obstante, el crecimiento económico por sí solo ha demostrado no ser un instrumento adecuado para resolver las desigualdades sociales. Por ello, se requiere generar estrategias pro equidad en el manejo macroeconómico y de las políticas públicas, con el fin de ampliar los beneficios económicos a toda la población.
· La estrategia de ‘Crecimiento con Equidad’ debe ampliar y multiplicar las oportunidades a través de la inserción internacional y la apertura de nuevos mercados, para hacer así más sostenible el desarrollo económico y su materialización en beneficios para las personas. Para ello, se debe promover la ampliación de los intercambios comerciales mediante la generación de Acuerdos Comerciales, Tratados de Libre Comercio, Acuerdos de Eliminación de Doble Tributación y Acuerdos de Promoción y Protección de la Inversión. Ello debe lograrse para todos los niveles empresariales, de modo que el acceso a los mercados internacionales esté disponible también para las empresas de menor tamaño.
· Una condición necesaria para el éxito de la integración comercial es el manejo económico responsable y la confiabilidad de las instituciones, lo cual atrae recursos externos bajo la forma de inversión directa, permitiendo así ampliar la capacidad productiva en las áreas de recursos naturales, servicios, industria manufacturera e infraestructura. 
· Un factor central para el avance en el desarrollo social es contar con una política fiscal responsable y una base presupuestaria sustentable. Para ello, el crecimiento económico, unido a políticas tributarias, facilita la generación de mayores recursos para financiar el gasto social.
· Generar una regla de política fiscal explícita (superávit estructural en relación al PIB) impone límite al crecimiento del gasto público, determinada por el comportamiento de ingresos estructurales. Ello también facilita la generación de políticas contracíclicas, lo cual permite la estabilidad y sustentabilidad del gasto público social. Esta regla fiscal permite reducir fuertemente el costo de financiamiento que enfrentan nuestros países (spread país) y los intereses de la deuda.

· Se debe fortalecer el crecimiento de la inversión y el gasto social en educación, salud, vivienda y en nuevos programas de inversión social destinados a grupos prioritarios. También es necesario hacer una utilización más eficiente y transparente de tales recursos.

· Promover acuerdos sociales para el desarrollo económico. Reunir a empresarios, trabajadores y Gobiernos en la definición de líneas comunes en pro del crecimiento y la equidad. Estos acuerdos se deben manifestar en propuestas concretas, orientadas a mejorar los sistemas de protección contra el desempleo, ampliar estrategias de desarrollo de competencias laborales pertinentes frente a escenarios de flexibilización laboral, facilitar el acceso a sistema de capacitación de calidad, mejorar las capacidades técnicas y productivas, aumentar la competencia en mercados claves, mejorar la competitividad de la economía en general y otorgar mayor transparencia a la gestión pública. 

· Otro aspecto relevante es potenciar y desarrollar capacidades tendientes al aumento de la productividad. En lo específico, se trata de transferir recursos y dar habilidades para mejorar la competitividad de las pequeñas unidades productivas, en particular aquéllas relacionadas con iniciativas de micro emprendimiento y que no califican para los canales de apoyo crediticio o financiero del mercado convencional de capitales. 
· A la vez, es preciso fortalecer y desarrollar competencias para mejorar las condiciones de acceso de la población a los mercados de trabajo. Este objetivo se traduce en acciones relativas al mejoramiento de las posibilidades de obtener empleo, a través de la reinserción laboral, el fomento al uso de nuevas tecnologías y la formación y capacitación laborales.
· También es relevante considerar la asignación de recursos al fomento productivo, con énfasis en el desarrollo de las micro y pequeñas empresas que generan las más altas tasas de empleo en nuestros países, pero que requieren el apoyo del Estado para aumentar su productividad para competir en los mercados cada vez más exigentes.
3.- Lucha contra la Exclusión y Promoción del Desarrollo Social

· El marco ético político de la acción pública para lo social debe expresarse en una oferta de servicios con perspectiva de derechos. Este enfoque implica reunir y expresar el conjunto de objetivos, normas y sistemas por medio de los cuales la sociedad se compromete a garantizar los derechos sociales, económicos y culturales (como, por ejemplo, subsidios garantizados, prestaciones de salud y educación, entre otros). Pretende crear y consolidar capacidades y oportunidades para que las personas incrementen su bienestar, cuenten con mayor libertad e influyan en las decisiones que las afectan. Esto significará implementar sistemas, mecanismos, medidas y acciones concretas que contribuyan a la realización universal de este principio.

· Se debe ratificar la noción de igualdad de oportunidades, como el principio orientador general de la política, lo que es asumido como el marco ético general complementario a la perspectiva de derechos. Esta lógica igualitaria aspira a que todos puedan acceder a un mínimo de capacidades, favoreciendo la creación de activos y capital que reviertan permanentemente condiciones de vulnerabilidad y precariedad.
· Implementar y desarrollar políticas y programas destinados a reducir las brechas que persisten en diversos campos y que justifiquen una acción prioritaria de parte del Estado. En este sentido el acento es la promoción de la equidad y manejo de la vulnerabilidad, lo cual permite promover la generación de condiciones y mecanismos redistributivos que, basados en la igualdad de oportunidades, apliquen estrategias de discriminación positiva con aquellos que no cuentan con condiciones suficientes para lograr un desenvolvimiento autónomo y sostenible y que requieren de recursos auxiliares para su promoción social efectiva.
· Se debe facilitar y garantizar el acceso y ejercicio de los derechos económicos, sociales, culturales, civiles y políticos a todos los ciudadanos. Para ello, es un requisito sostener una integralidad de las acciones de las políticas públicas. Se tiene que promover un sistema de provisión de servicios y beneficios oportuno y pertinente a las necesidades de cada una de las personas y familias.
· Se considera un área de trabajo relevante la renovación en la formulación de indicadores y de los sistemas de información social, ya que actúan como insumos para apoyar el trabajo sectorial en la identificación de brechas y en el seguimiento a la reducción de las mismas.

· La política social debe recobrar su importancia como un factor central para el desarrollo social. Esta nueva mirada de la acción de políticas públicas en el área social se sustenta en el respeto de los equilibrios macroeconómicos, buscando siempre el mejorar la calidad de vida de la población, superar la pobreza y revertir los procesos de discriminación y exclusión social, para lograr una sociedad más equitativa e integrada. Por lo tanto, debe haber una complementariedad entre política social y política económica.
· Dentro de esta lógica, frente a los escenarios de crisis es necesario realizar un fortalecimiento de la política social con base en los aprendizajes obtenidos hasta ahora. Ellos indican que es necesario mantener y replicar ciertas experiencias que han demostrado ser exitosas en materia de políticas sociales e intervenir en determinadas áreas críticas, para mejorar la eficacia de las mismas. 

· Para un mayor impacto de las intervenciones públicas en el área social es necesario la generación de alianzas estratégicas entre el Estado, el sector privado empresarial y la sociedad civil (organizaciones no gubernamentales, fundaciones, instituciones sin fines de lucro, iglesias, entre otras). Esto implica orientar estrategias de colaboración, donde el sector privado empresarial, las organizaciones privadas sin fines de lucro y con fines públicos y la propia ciudadanía se hagan copartícipes en el desarrollo de propuestas e implementación de políticas para la resolución de problemas que son de común interés. 

· Es necesario avanzar en la instalación de mecanismos formales que disminuyan la discrecionalidad con que las autoridades deciden abrir o cerrar espacios de participación y que se generen instancias de diálogo, permanente y sostenido, entre las instituciones públicas y las organizaciones no gubernamentales y las instituciones sin fines de lucro. 

· Se requiere la instalación, aplicación y fortalecimiento de sistemas, mecanismos y prácticas de evaluación de políticas y programas sociales. Es necesario actualizar el sistema de evaluación a los nuevos requerimientos y prácticas sociales. En particular, se debe reforzar la función de análisis del impacto de las políticas públicas como parte del ejercicio evaluativo regular que se lleve a cabo en los estamentos decisionales vinculados a la política social. Y, del mismo modo, se deben difundir las prácticas evaluativas vinculadas al monitoreo permanente de políticas, planes, programas y medidas.

· Para lograr una mejor focalización de las transferencias que realiza el Estado a los hogares de menores ingresos, se deben actualizar, ampliar y modernizar los sistemas e instrumentos de estratificación social, con el fin de asegurar una identificación, prelación y selección adecuada de los potenciales beneficiarios de recursos del Estado. Esta caracterización de la situación socioeconómica debe ser integral y no sólo en función de la carencia de ingresos, como se observa en la implementación de una Estrategia Integral a Favor de Familias en Extrema Pobreza (Sistema de Protección Social Chile Solidario), diseñada y difundida por el Ministerio de Planificación y Cooperación de Chile, ejecutada actualmente por el Fondo de Solidaridad e Inversión Social (Programa PUENTE).

· Es necesario renovar la mirada sobre el fenómeno de la pobreza. Esta situación no sólo se explica por la falta de ingresos (línea de pobreza) sino que es un fenómeno complejo, dinámico y multidimensional, asociado a: bajos ingresos monetarios; reproducción intergeneracional; escaso capital humano y social; alta vulnerabilidad ante cambios inesperados; falta de oportunidades y desarrollo de capacidades; pautas culturales de dependencia (subsidiaridad); falta de acceso a redes de apoyo; entorno social precario, y existencia de un núcleo duro de población en situación de pobreza, que requiere nuevos y renovados esfuerzos para el mejoramiento de sus condiciones de vida.

· A partir de lo anterior, surge la necesidad de generar Sistemas de Protección Social Integrales, adecuados a las nuevas realidades y necesidades de las familias en extrema pobreza. Estos sistemas de protección deben combinar estrategias de promoción y asistencia para abordar la extrema pobreza, inspirados en el principio de solidaridad e integralidad del esfuerzo de todos los niveles del Estado y la Sociedad Civil.

· Se deben implementar líneas programáticas públicas que impulsen el mejoramiento de la infraestructura social y al aumento de la calidad, equidad y cobertura de los servicios sociales básicos (educación, salud, vivienda y previsión). A esto se debe agregar un componente de innovación de la oferta pública, importante al incorporar nuevos programas de carácter intersectorial-integral y al definir acciones dirigidas a grupos prioritarios.

· En el área de la Salud, se debe ampliar la protección social a través del acceso universal con garantías explícitas para todos los ciudadanos, mecanismo que debe sustentar un sistema integral de salud con base en un conjunto priorizado de enfermedades y condiciones de salud. Este sistema debe establecer derechos exigibles respecto de la atención de un conjunto de condiciones de salud prioritarias. Los derechos se pueden expresar en garantías explícitas de acceso, calidad, protección financiera y oportunidad, las que obligatoriamente deberán garantizar los sistemas de salud público y privado.

· En el ámbito laboral, es necesario realizar acciones que actualicen la legislación laboral en términos de la ampliación de la protección y asegurar el cumplimiento de los derechos laborales de los trabajadores, pero, también, el considerar este factor como un elemento que acelere el desarrollo productivo de los países. Para ello, es necesario impulsar políticas activas que permitan a los mercados laborales adaptarse a los fuertes cambios registrados a nivel global en los procesos productivos, las tecnologías de la información, así como a la creciente globalización de los mercados comerciales y financieros. Las políticas laborales enfrentan el desafío de elevar la productividad, mejorar la calidad de los empleos y crear más empleo productivo, ampliando los mecanismos de protección y asegurando el cumplimiento de los derechos laborales de los trabajadores. Se propone la implementación de ‘sistemas de protección contra el desempleo’ (seguro de desempleo), flexibilización de contratos de trabajo (para la incorporación de jóvenes y mujeres), implementación de programas de incentivo a la inserción laboral (incentivo a la contratación de la mano de la obra, sobre todo femenina), realización de una reforma a los sistemas de capacitación y profundización en la nivelación de competencias laborales.
· En el ámbito educacional, se deben asegurar 12 años de escolaridad obligatoria y gratuita (y avanzar en la obligatoriedad de la educación pre-escolar), promover el acceso universal mediante la ampliación de la cobertura escolar, mejorar la infraestructura educacional, mejorar los niveles de capacitación y de remuneración de los docentes, modernizar el currículo educacional (innovación pedagógica), ampliar la jornada escolar y los programas de alimentación, salud y entrega de textos escolares. Un aspecto central es facilitar el ingreso de los jóvenes a la educación superior, ya sea mediante la ampliación de becas o la subvención directa del Estado. A la vez, se deben enfrentar la ‘brecha digital’, la deserción escolar, el embarazo adolescente, el trabajo juvenil y la necesidad de nivelación de estudios, entre otros temas. Para llevar a cabo estas acciones, los Gobiernos deben poner en el centro de su agenda el desarrollo de un Plan de Escolaridad Completa, con acento en los sectores sociales más necesitados, y contar con los recursos presupuestarios necesarios.
· Frente a las exigencias del mercado laboral altamente dinámico, es necesario generar y contribuir al desarrollo productivo del país y al mejoramiento de las oportunidades de progreso de las personas, mediante la creación de un sistema de educación y capacitación permanente. De esta manera, es importante definir estándares de referencia para medir habilidades (competencias laborales); así, las personas podrán certificar sus destrezas en el trabajo, no importando dónde y cómo las hayan adquirido. Este sistema se debe sustentar en la participación de sectores productivos, de trabajadores, académicos y del Estado. Para ello, es vital fomentar la ‘formación técnica profesional’, con el propósito de contribuir al desarrollo de amplios sectores sociales, generando condiciones para el mejoramiento de su calidad, pertinencia y extensión, como promover la constitución y articulación de redes de formación técnica, estableciendo programas de formación y perfeccionamiento de docentes técnicos. Todas las medidas anteriores deben buscar incrementos sostenidos en la calidad de la educación.
· Se debe implementar una Política Habitacional que aporte a la construcción de una ciudad solidaria y equitativa, capaz de acoger a todos quienes la habitan. En esta dirección se enmarcan los programas habitacionales de erradicación de ‘campamentos’ (asentamientos precarios), de vialidad urbana, pavimentación participativa, equipamiento comunitario y parques urbanos, así como la formulación de normas e instrumentos de planificación y participación destinados a alcanzar una convivencia armónica. Un acento importante de esta nueva política habitacional debe estar dada por el reconocimiento del rol de la comunidad para mejorar sus condiciones de vida y el de la calidad de las soluciones habitacionales. El Estado debe estimular la participación activa de los destinatarios de sus políticas en este sector, mediante la focalización de recursos públicos hacia los más pobres (viviendas sociales y fondos concursables para proyectos habitacionales solidarios). 

· Desarrollo de una Política de Nuevo Trato y Reconocimiento con los Pueblos Indígenas, con base en el desarrollo de los derechos indígenas, con sentido de ‘identidad’ y ‘diversidad cultural’. Se debe avanzar en el respeto de los derechos de los pueblos indígenas, avanzar en la ejecución de programas de desarrollo integral y la generación de institucionalidad pertinente para el tratamiento de las problemáticas de este grupo de población. Se deben formular propuestas para configurar una nueva relación de los pueblos indígenas y la sociedad.

· Los Gobiernos deben tener como grupo prioritario de sus acciones públicas los niños/as y adolescentes, como también a los adultos mayores: 

· Referidos al primer grupo, las naciones deben asegurar el respeto de sus derechos y contribuir a la integración y desarrollo integral de niños, niñas y adolescentes, haciendo de estas personas actores partícipes de los procesos de los que depende la satisfacción de sus necesidades. Esto implica incorporar los contenidos de la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN) en las acciones desarrolladas a favor de la infancia y la adolescencia y, más concretamente, en la oferta pública de programas, servicios y beneficios a ellas dirigidos.

· Con respecto al segundo grupo prioritario, se debe asegurar una gestión coordinada del sector público en procura del bienestar e integración familiar y social de los adultos mayores. Se debe promover un cambio cultural de toda la población, que signifique un mejor trato y valoración de los adultos mayores en nuestra sociedad y, así, alcanzar mejores niveles de calidad de vida para ellos, sobre todo en aspectos tales como la ampliación de derechos y acceso a la salud y previsión, el bienestar físico y social (procurar una vida activa) y la participación e integración de este grupo etáreo.

· Acceso a la Justicia.  El sistema judicial debe facilitar a todos los ciudadanos a la justicia oportuna y sin discriminación. Algunos aspectos relevantes a desarrollar son la realización de reformas judiciales que modernicen el sistema de administración judicial (procesal penal y civil) y lo hagan más transparente, breve y con menores costos y ampliar los sujetos de derecho (familia, menores, entre otros).

4.- Promoción de la Integración y Cooperación Regional

· El estrechamiento de los lazos de cooperación entre países y entre éstos y los organismos de cooperación multilaterales se vincula a aspectos que se pueden ver favorablemente potenciados por la ayuda externa que reciban las naciones, tanto desde el punto de vista de la asistencia técnica como del apoyo financiero.

· El intercambio de puntos de vista en materia de políticas para la superación de la pobreza, por medio de una agenda de cooperación horizontal, ofrece la oportunidad de conocer con más profundidad las experiencias obtenidas en las diferentes naciones. En este sentido, los enfoques multilaterales permiten enriquecer los criterios que favorecen una mejor conducción de los temas sociales y, por lo mismo, exhibir más y mejores resultados.

· Incorporación progresiva de los Pactos Internacionales y las Cumbres Sociales en la definición de los marcos ético-políticos de las políticas públicas. En este sentido, es preciso que los países que forman parte del Sistema de Naciones Unidas y del Sistema Interamericano suscriban y ratifiquen un conjunto de tratados internacionales de derechos humanos que se encuentran vigentes. 

· Se deben fortalecer las iniciativas de Naciones Unidas destinadas a establecer un programa amplio de desarrollo que ha servido de base para diseñar e impulsar una agenda de desarrollo global. Hitos importantes fueron el impulso dado a la Cumbre Mundial sobre el Desarrollo Social (Copenhague, 1995) y la participación y compromiso activo con los Objetivos de Desarrollo adoptados en la Cumbre del Milenio (2000). Nuestros países han acogido el llamado del Secretario General de ONU de adoptar acciones concretas para alcanzar estas metas y objetivos. Se han presentado en la Cumbre de Septiembre de 2005, en Naciones Unidas, informes de avance hacia el cumplimiento de los Objetivos de Desarrollo del Milenio y, en el caso de Chile, hemos incluido un conjunto de indicadores adicionales. La presentación de ésta y otras acciones similares puede ser de especial utilidad para conocer experiencias y buenas prácticas de los Estados miembros.

· A nivel de cada país, los informes sobre los Objetivos de Desarrollo del Milenio contribuirán a reforzar el compromiso de los dirigentes políticos y a movilizar a la sociedad civil, las comunidades, el público en general y los medios informativos. También ayudarán a proporcionar un seguimiento sistemático e identificable de las Conferencias y Cumbres mundiales del decenio de 1990. Por otra parte, la asistencia para la presentación periódica de informes sobre los progresos logrados hacia los Objetivos de Desarrollo del Milenio a nivel de país será una contribución importante del Sistema de las Naciones Unidas a la implementación de la Declaración del Milenio, en momentos en que el mundo entero espera una renovación del vigor de la Organización.

· Chile reconoce la necesidad de aumentar los recursos para el desarrollo y considera que el Consenso de Monterrey (2002) entrega un marco de referencia para enfrentar este tema, el que incluye las responsabilidades nacionales, el buen gobierno, la apertura del comercio y el impulso del sector privado. En este contexto, se puede destacar la “Iniciativa de la Alianza contra el Hambre y la Pobreza” (copatrocinada por Brasil, Chile, Francia y España – Nueva York, 20 septiembre 2004), como un esfuerzo  por buscar nuevos mecanismos de financiamiento para superar la pobreza.

· En el plano hemisférico, nuestros países deben privilegiar la atención del proceso de Cumbres de las Américas a las cuestiones del desarrollo social y de combate a la pobreza con la creación de empleo decente, como parte de un todo armónico que integra también el crecimiento económico con equidad y el reforzamiento de la gobernabilidad democrática. 

· Debemos participar activamente en las iniciativas de nivel ministerial y en las Comisiones Interamericanas que diseñan las agendas sectoriales en las Américas, en particular aquéllas que se desarrollan en el marco del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral de OEA, cuyas acciones deben ser fortalecidas. En este marco, es necesario contar con los instrumentos adecuados que permitan enfrentar los desastres naturales en las áreas de prevención, manejo y reconstrucción, basados en los principios de solidaridad interamericana.

V.- REFLEXIONES FINALES

A partir de lo anterior, se puede concluir que, para la implementación de un desarrollo social, integral y sustentable, es necesario fortalecer la capacidad de debatir responsable y oportunamente las orientaciones que guían las decisiones asumidas en instancias claves para la política social. Para eso, hay que velar por la creación de una plataforma permanente de intercambio entre el Estado y la ciudadanía y entre nuestros países en la región. 

Sin duda, el rol de la sociedad civil en este campo es de una importancia estratégica, no sólo porque da mayores garantías de éxito a las políticas emprendidas en el ámbito social sino, también, porque da el marco de gobernabilidad necesario para hacer viables y sostenibles esas iniciativas. 

El repertorio de experiencias en este campo es vasto y diverso en la región. Por lo mismo, es necesario sistematizar y evaluar la pertinencia, con el fin de aprender lo mejor de cada una y hacer de ellas modelos replicables. Pero más allá de las experiencias concretas de trabajo a favor de la superación de la pobreza, el Gobierno de Chile se ha empeñado en fortalecer su política social en general, dada la importancia que ella reviste como instrumento para el desarrollo. Por esta razón, se ha propuesto actualizar la discusión en torno a la equidad y la igualdad de oportunidades, haciendo cada vez más exigentes sus expectativas en torno a los resultados de las políticas sociales sectoriales.

Por lo tanto, con base en nuestra experiencia e historia, hemos intentado compartir los puntos centrales a considerar en el ‘Plan de Acción’ de la Carta Social de las Américas. Este ejercicio incluye los principios de desarrollo social y un conjunto de metas y objetivos específicos que refuercen los instrumentos existentes en la Organización de los Estados Americanos sobre democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza, bajo el marco que nos ofrece el principio rector de la solidaridad interamericana.







Santiago de Chile, 5 de octubre de 2005.
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